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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Eduardo Chiesa Bordahandy. 


MIEMBROS: Señores Representantes Ernesto Agazzi, Oscar Echevarría, Ricardo Falero, Francisco Ortiz y 
Leonel Heber Sellanes. 


INVITADOS: Señora Gleniz Castro y señores Jacinto de la Cuerda, doctor Roberto Langón, doctor Oscar 
Galli, José María Paz, doctor Ricardo Rosano, ingeniero agrónomo Claudio Lembo, doctor 
Néstor Danatro y doctor Carlos Fueyis. 


SEÑOR PRESIDENTE (Chiesa Bordahandy).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca da la bienvenida a los funcionarios que integran esta 
Asociación. La solicitud de audiencia que ustedes presentaron tiene que ver con un proyecto de ley enviado 
por el Poder Ejecutivo en el mes de agosto sobre actividades profesionales, técnicas o de apoyo del 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


SEÑOR DE LA CUERDA.- En primer lugar, queremos agradecer por la prontitud con que dieron 
respuesta a nuestra solicitud. 


Hoy nos convoca un tema muy específico que consideramos grave. En esta oportunidad no vamos a 
denunciar, como lo hicimos en esta Comisión y en el Senado a lo largo de toda esta Legislatura, los casi 


inexistentes rubros para gastos de funcionamiento con que cuenta actualmente el Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, que apenas participa con el 1,4% de todo el Presupuesto nacional. Tampoco 
denunciaremos hoy la dramática disminución de funcionarios de la Cartera, al extremo de poner en peligro 
nuestras esenciales y estratégicas funciones. Hay carencia de funcionarios y también envejecimiento. De 
5.500 funcionarios que éramos, actualmente somos apenas 2.390. 


Tampoco vamos a denunciar hoy la absurda, distorsiva y arbitraria política de remuneraciones que lleva 
adelante esta Administración, en la que están conviviendo la mayoría de los funcionarios, que cobran salarios 
verdaderamente miserables -el 75% de nuestros funcionarios no llega a la media canasta básica- con algunos 
pocos privilegiados, que perciben suculentas compensaciones en dólares. Para colmo, en este momento se 
pretende distribuir el dinero previsto en el artículo 193 de la Ley de Presupuesto en forma totalmente 
arbitraria, en lugar de utilizarlo para subsanar, aunque sea en parte, las actuales injusticias. Por supuesto que 
esto lo planteamos en tanto no se instrumente la solución definitiva que plantea COFE y nosotros como 
sindicato, que implica confeccionar una nueva tabla de sueldos para toda la Administración Central, en base 
al criterio de que a igual función, igual remuneración. Ese es un objetivo estratégico para nosotros que 
formamos parte de uno de los sectores más carenciados de toda la Administración Central. 


Ustedes nos han recibido en varias oportunidades a lo largo de toda la Legislatura y ya han escuchado estas 
denuncias. Por esa razón, hoy nosotros estamos expresando nuestro frontal rechazo al proyecto de ley que 
está en sus manos, por el peligro que trae aparejado. 


Este proyecto de ley no es otra cosa que la reedición del malogrado artículo 105 de la Ley de Rendición de 
Cuentas del año 2002, a través del cual se intenta avanzar en todo lo que se refiere a las políticas 
privatizadoras y de desmantelamiento del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. Por intermedio de 
este proyecto de ley se estaría habilitando a privados a cumplir funciones que están definidas como 
estratégicas y que hoy cumple el Estado a través de los trabajadores del Ministerio de Ganadería, Agricultura 
y Pesca. Hay funciones estratégicas como el contralor de la sanidad animal y vegetal del país, el control de 
los insumos agropecuarios, el manejo sustentable, la conservación, el desarrollo de los recursos naturales 
renovables, entre otras. Hoy estas funciones las cumple el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca a 
través de sus trabajadores, con los escasos recursos disponibles, en la mayoría de los casos con magras 
remuneraciones, pero con mucha responsabilidad, capacidad y dignidad, lo cual queremos remarcar. 


Nosotros creemos que se está poniendo en peligro, en definitiva, todo un estatus sanitario que hoy tenemos a 
nivel internacional con los mercados compradores de nuestros productos. El tema está íntimamente 
relacionado con las auditorías que están haciendo las misiones sanitarias que visitan nuestro país. Las 
próximas van a ser en el transcurso de este mes, y queremos llamar la atención sobre ello. Me refiero a la 
Unión Europea que es referencia para el resto del mundo, ya que estos organismos auditores exigen que la 
certificación del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca sea realizada por funcionarios del Estado. 


Este proyecto de ley, a través de un texto ambiguo, oscuro -queremos marcarlo-, extremadamente amplio, 
habilita el traspaso a terceros de absolutamente todas las funciones inherentes a nuestro Ministerio. 


También aprovechamos esta oportunidad para denunciar la nefasta reestructura de los servicios ganaderos 
que hoy está en proceso, entre gallos y medianoche, y que puede traer serias consecuencias para nuestro 
estatus sanitario. Nuestra Asociación, rechaza este proyecto de ley en salvaguarda de la sanidad animal y 
vegetal de nuestro país -reitero, de estatus fito-zoo-sanitario- y de los propios recursos naturales que debemos 
pasar a las futuras generaciones. 


No existe una política dirigida a este vital sector económico y productivo nacional, en el cual tiene un papel 
muy importante a jugar, entre otros, el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca; en el ámbito del Estado 
no podemos desconocer lo que es, por ejemplo, el Instituto Nacional de Colonización. Por lo tanto, en nuestra 
humilde opinión, ameritaría -y lo sugerimos a los señores legisladores- convocar a Sala al Ministro Martín 
Aguirrezabala, a fin de que brinde las explicaciones del caso. 


Los compañeros de nuestro sindicato profundizarán en la consideración de cada uno de estos aspectos. 


SEÑOR LANGÓN.- Soy consejero de AFGAP y Presidente de la Asociación de Funcionarios de 
Inspección Veterinaria y Tecnología del área de la carne. 


Espero que los señores legisladores hayan estudiado el mensaje con que el Poder Ejecutivo elevó este 
proyecto para su consideración y sanción. Yo me tomé el trabajo de leer lo que podrían ser los considerandos 
del mensaje, y noté que hasta el punto ocho hay toda una apreciación en concordancia con lo que se acaba de 
manifestar en cuanto a las funciones sustantivas que tiene el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


En el parágrafo nueve se nota que se empieza a argumentar que el incremento de la productividad haría 
necesaria la tercerización de las funciones sustantivas. 


Voy a manifestar un par de argumentos, reduciendo quebrados -para entendernos en un castellano lúcido-, y 
diciendo que aquí se pretende, en parte, que el inspeccionado le pague al inspector. Cualquiera se da cuenta 
de que esta situación es absurda. Todas nuestras funciones se pueden cumplir porque estamos pagos por el 
Gobierno para auditar y controlar todas las etapas de la cadena de producción. Si se terceriza, nos 
encontraremos con que el particular va a actuar y va a recibir su salario por parte del inspeccionado. 


Otra punto a tener en cuenta -que ya manifestamos cuando argumentamos en contra del artículo 105 en la 
Rendición de Cuentas- es la exigencia de los mercados ya que no aceptan otra certificación que la oficial, la 
realizada por funcionarios oficiales. Esto tiene que quedar bien claro: no exigen únicamente la certificación 
sino que esta sea hecha por un funcionario público, en este caso, del propio Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca. 


En la última visita que hizo a las diferentes plantas industriales el auditor de los Estados Unidos, como es 
público y notorio, exigió el recibo de sueldo y la cédula de identidad de los funcionarios a los efectos de 
establecer claramente que los puestos de contralor fueran ejercidos por funcionarios legítimos del Ministerio 
de Ganadería, Agricultura y Pesca y por el Presidente de la Asociación de Funcionarios de Inspección 
Veterinaria y Tecnología. Podría abundar en mucho más, pero quiero reiterar algunos conceptos clásicos a 
nivel mundial, que escapan a cualquier tipo de ideología: no es cristalino que una actividad inspectora sea 
paga por el inspeccionado. ¡Es absolutamente ridículo! Y debe quedar bien claro -el colega presente lo sabe 
muy bien- que todos los mercados, absolutamente todos, exigen que toda cadena, en sus aspectos sustantivos, 
sea realizada por los funcionarios del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


SEÑOR LEMBO.- Los funcionarios de Servicios Agrícolas, reunidos en asamblea, también adoptaron 
una actitud de rechazo a este proyecto de ley, sobre el que no abundaré porque acá se han explicado 
suficientemente cuáles son las intenciones que persigue. 


Los señores Diputados tienen muchísima experiencia sobre este tema, pero cualquiera que lea esta iniciativa 
se dará cuenta de que no fue redactado por un abogado, por un legislador ni por nadie que mínimamente 
conozca la manera en que se redacta un proyecto de ley; esto tiene tal ambigitedad y oscuridad que da margen 
a las más amplias y diversas interpretaciones. Este tipo de cosas, en un documento que se transformará en 
una norma legal, no son admisibles bajo ningún punto de vista. Y es mucho más que un aspecto formal. Si 
ustedes leen este proyecto de ley atentamente se darán cuenta de que su redacción no le hace honor a las de 
otras leyes con las que históricamente se ha construido este país democrático. 


Además, esto es un emergente, un punto de un "iceberg" que es bastante más complejo. A nuestro juicio, no 
solo se está buscando la privatización de funciones, que consideramos estratégicas para el Ministerio y el país 
en su conjunto, sino también que en forma implícita -nos sentimos con derecho a sospechar- se busca 
legitimar situaciones actuales que no son del todo legales. 


Hay un importante número de personas, entidades jurídicas. Organizaciones no Gubernamentales, personas 
físicas y organizaciones que ocasionalmente están prestando servicios, y este proyecto pretende legitimar 
esas situaciones para transformarlas en permanentes. 


Creo que hay experiencias suficientes como para decir que la tercerización de determinados servicios 
estratégicos no ha conducido a buenos resultados, ni aquí ni en otros lugares del mundo. Acá tenemos el 
ejemplo concreto de la fiebre aftosa. No le vamos a echar la culpa solamente a los servicios de prevención y 
vigilancia porque el virus vuela, es de dispersión aérea, pero sí podemos decir que el desmantelamiento de 
los sistemas de extensión y el debilitamiento de las inversiones e infraestructura que corresponden al 
mantenimiento de un adecuado dispositivo de prevención y control fito-zoo-sanitario -proceso que se dio en 
los últimos años- condujo, paradójicamente, al ingreso de la fiebre aftosa luego de que productores, 


trabajadores y el Estado lograran erradicarla de nuestro país. Sin embargo, no se dieron cuenta de que 
después había que mantener ese estatus, pues cuando hubo que hacerlo no había recursos. ¡Y bueno, el virus 
entró! 


Ocurre lo mismo en otras dependencias del Estado, por ejemplo, con la bacteria metilino resistente, en las 
que los sistemas de vigilancia no funcionan. 


Por lo tanto, siempre que funcionan las tercerizaciones hay algo que falla. En Inglaterra esto falló: 
tercerizaron los servicios de control de alimentos y apareció la vaca loca por un cambio en los hábitos de 
alimentación del ganado. Esas historias ya las conocemos todos. 


Creemos que en esto hay un aspecto de principios. A nuestro juicio, el Estado debe velar por los intereses del 
conjunto de la sociedad y no solo de un sector en particular. Además, las áreas que son estratégicas para el 
país deben ser conducidas por el Estado. En esto todos estuvimos de acuerdo. 


SEÑOR FUEYIS.- Quisiera brindar un punto de vista distinto, pero en la misma línea de 
razonamiento de los compañeros. Entiendo que hay una gran contradicción entre la metodología que 
hizo que los distintos Ministerios de Ganadería, Agricultura y Pesca de los últimos diez años lograran 


los éxitos sanitarios que hoy mantienen al país en cierta condición y con reconocimiento internacional, 
y lo que ahora propone el Ministerio. 


Esa metodología de trabajo no consistió en dejar en manos de la iniciativa privada los mecanismos de 
control, de ejecución y de erradicación de los gravísimos problemas sanitarios que se ha logrado en los 
últimos diez años. Personalmente he trabajado en el foco de aftosa de Artigas, en la epidemia de Soriano, en 
un grave problema de sarna en Paso de los Toros, y el modelo de trabajo que conozco, y que ha conducido a 
la situación de reconocimiento que hoy tenemos, ha sido, en primer lugar, una línea de compromiso de parte 
de los productores -los verdaderos usuarios de nuestra Administración-, el de instructivos legales como 
CONASA y CODESA, y la participación de los funcionarios del Ministerio ejecutando tareas de inspección, 
de los veterinarios privados y de los funcionarios oficiales dirigiendo todo esto. 


Por lo tanto, estoy convencido de que hay una gran contradicción entre lo que ahora se propone por parte del 
Ministerio -es cierto que se trata de una repetición del artículo 105- y el camino que se ha recorrido para 
conseguir lo que hoy tiene. Desde la década del noventa existe la posibilidad de que los particulares sean 
responsables de los problemas sanitarios, es decir, sarna, piojo, garrapata, aftosa. No tenemos muchos 
ejemplos de participación de parte de veterinarios particulares -excepto la gran mano que dieron en la brutal 
epidemia de 2001- ni tampoco tenemos, con respecto a las enfermedades reglamentadas, muchos casos de 
participación y éxito de los colegas particulares. No creo que con esos antecedentes, yendo contra todo lo 
mencionado por mis compañeros respecto a las exigencias de los mercados internacionales, se pueda poner 
en manos de algo que no ha funcionado el futuro de nuestra sanidad, máxime si tenemos en cuenta la 
dependencia que tiene nuestro país del agro. 


SEÑOR GALLI.- Quiero decir que trabajo en el área de biología pesquera de la Dirección Nacional de 
Recursos Acuáticos. 


Podemos decir que para la DINARA este proyecto es inviable; se debe tener en cuenta que los recursos 
ictícolas, que compartimos con Brasil y Argentina, son patrimonio de toda la nación; por lo tanto, el Estado 
debe velar por ellos, sólo así se desarrollan las pesquerías en los diversos países. En ninguna parte del mundo 
hay experiencias en las que los recursos ictícolas sean manejados y gestionados por privados. De manera que 
este proyecto de ley para la DINARA sería inviable: no caminaría. No obstante, ha habido intentos, no sólo 
con este proyecto de ley, sino con otros que tenían que ver, inclusive, con el control de las descargas y con la 
sanidad, teniendo en cuenta cómo se desembarca el pescado en el Estado y luego cómo se exporta. 


Entonces, este es un llamado de atención hacia nosotros mismos y hacia los parlamentarios sobre cómo 
deberíamos cuidar nuestros propios recursos. Cuando discutimos con los empresarios la cuota de captura, 
cuando acudimos a reunirnos con las diferentes comisiones técnicas de diversos países, tenemos que 
argumentar con elementos científicos que sólo los da la investigación que el Estado puede desarrollar. De 
manera que no la podemos dejar en manos de privados; además, ya está claro que en otros países las 
experiencias con las cuotas individuales transferibles han llevado a más sobreexplotación de los caladeros. 


Entonces, deberíamos ser muy cuidadosos con nuestros recursos naturales, no sólo con los pesqueros, sino 
también con el agua y con la tierra. El Estado sigue siendo, principalmente, el que debe velar por todos 
nuestros intereses, ya que está en juego el bien común de toda la nación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero aclarar que este proyecto que fue enviado por el Poder Ejecutivo 
recién está ingresando a la Comisión en el día de hoy, por lo que ustedes están más enterados que 
nosotros sobre el particular. Quizás se hayan apresurado a solicitar esta audiencia con urgencia, 
porque reitero que recién estamos tomando conocimiento sobre el tema. Ustedes son los primeros que 
recibimos para conversar sobre este asunto; seguiremos recibiendo a las otras partes e invitaremos al 
Ministerio a este ámbito. 


SEÑOR SELLANES.- Quisiera plantear dos preguntas. 


En primer lugar, el doctor Langón decía que la Unión Europea exige que la certificación sea oficial. Yo 
supongo que eso debe ser porque han de existir incompatibilidades. Este proyecto de ley marca una: no ser 
titular, copropietario, asociado o tener relaciones de parentesco hasta el cuarto grado. No sé si la Unión 
Europea lo exige, pero debe haber otra incompatibilidad: que se tenga alguna relación comercial. Y se me 
ocurre que con un técnico privado al que se le paga el sueldo existe una relación comercial. 


Entonces, quisiera saber si la Unión Europea exige esto. 


En segundo término, por lo que tengo entendido, en el presente mes de setiembre vendrá una delegación de la 
Unión Europea. Parecería que nos estamos jugando mucho con esto, porque todo el éxito que se está 
anunciando de la reactivación económica pasa por la exportación y por los nuevos mercados. Entonces, 
¿cómo ven la situación para cuando llegue esta delegación? ¿El sistema nacional de información ganadera 
está funcionando adecuadamente? Supongo que eso es algo vital para recibir a esta delegación. 


SEÑOR LANGÓN.- En lo que tiene que ver con la cadena alimenticia, los referentes mundiales son la 
Comunidad, Estados Unidos e Israel; tras ellos, los mercados secundarios adoptan sus propias 
exigencias a imagen de las de esos países. Para ser claros, en un país que no esté entre los referentes 
mencionados se dice: "Si tal cosa es aceptada por las auditorías de la Comunidad, Estados Unidos e 
Israel, la aceptamos tácitamente". 


En cuanto a las exigencias de la Comunidad, Estados Unidos e Israel, en una primera instancia manifesté que 
no solamente piden la certificación oficial, sino que el trabajo sea realizado por funcionarios oficiales. No 
cabe la posibilidad de un trabajo particular tercerizado que después sea auditado nacionalmente y certificado. 
Entonces, quieren que todo el proceso sea realizado por mano de obra oficial. 


Hoy se hablaba de un hecho mucho más grave: no ha habido reposición humana. Tenemos una franja etaria 
en todos nuestros servicios que sobrepasa los 50 años. Y en este sentido, me pongo como ejemplo: voy a 
cumplir 68 años y estoy en actividad, lo cual es un contrasentido; ya tendríamos que haber sido sustituidos 
por gente joven, porque el rendimiento de una persona después de determinada edad, por razones biológicas, 
entra a decaer. 


Para que puedan darse cuenta del grado de confianza que la Comunidad tenía en nuestros servicios quiero 
mencionar que antes había una situación que se denominaba "pre-lifting". ¿Qué significaba "pre-lifting"? 
Significaba que si determinado establecimiento industrial quería exportar a la Comunidad Europea, bastaba 
con que la autoridad diera la aprobación y se lo comunicara para que inmediatamente quedara avalada la 
operación, es decir el establecimiento quedaba en condiciones de exportar. No sé si me estoy explicando 
correctamente. No había que esperar la auditoría, sino que simplemente bastaba con que nuestra autoridad 
dijera que determinado establecimiento estaba en condiciones de exportar a la Comunidad. Ese solo 
documento bastaba; después sería incorporado en las auditorías cuando vinieran los representantes de la 
Comunidad. 


No sé si he sido claro. Esto es vital. Nuestro compañero agrónomo lo dijo: los alimentos son nuestro principal 
rubro de exportación. 


Les quiero dar un dato que fue manejado por un colega hace algunos días y que puede servir para entender 
por qué lo que estamos diciendo es tan importante en Uruguay. Cuando apareció la aftosa en Argentina, se 
tomaron el asunto un poco a la ligera y hasta con cierta displicencia. Nosotros ahondamos un poco en la 
problemática y nos encontramos con lo siguiente: Argentina consume el 70% de su producción de carne en el 
abasto -ustedes saben perfectamente que en el animal con aftosa, una vez pasada la etapa febril, se puede 
consumir sin ningún tipo de problema- y solo exporta el 30%. La situación en Uruguay es exactamente al 
revés. Exportamos el 70% y consumimos el 30%, siendo optimistas. Eso es lo que determina la vitalidad del 
problema que estamos planteando. 


SEÑOR AGAZZI.- Les agradecemos que hayan venido a hacernos conocer su punto de vista. De todas 
maneras, lo íbamos a considerar, porque en cualquier estructura del Estado la gente que trabaja allí 
todos los días tiene un conocimiento directo que es insustituible. Nosotros, como legisladores, recibimos 
iniciativas y, normalmente, la Comisión consulta a los actores involucrados. Estuvimos varias veces con 
ustedes; algunas, por iniciativa de ustedes y, otras, por iniciativa nuestra. 


Quiero señalar que este proyecto de ley llega en un momento un poco particular, ya que estamos 
prácticamente a catorce días de la finalización del Período parlamentario. Por lo tanto, es prácticamente 
inviable que se convierta en ley, ya que requiere una consulta a los distintos actores, la discusión en esta 
Cámara y que pase a la Cámara de Senadores. Seguramente, esto sucederá a pocos días de la finalización del 
Período legislativo, por lo cual su aprobación requerirá una mayoría especial. Esto es solo una predicción 
mía. 


De cualquier manera, quiero expresar que este tema que vienen a plantearnos, que está dentro de la 
consideración de esta ley, lo hemos discutido muchas veces en este Período legislativo: ¿cuáles son los roles 
sustantivos del Estado y cuáles son los roles accesorios? Esto que empezó por una reforma del Estado que 
separaba los roles sustantivos y accesorios, pensando en limpiar el piso y manejar un ascensor, al final, en un 
proceso, terminó corriendo el borde. Es una decisión política establecer dónde se pone el límite entre uno y 
otro. Quiero que entiendan eso. 


La exposición de motivos de este proyecto dice que gran parte de estos cometidos deben ser desempeñados 
por los funcionarios que revisten en los cuadros presupuestales, pero fundamenta la existencia de otro tipo de 
contrato en algo que refiere como actividades de recuperación del sector agropecuario. ¿Qué es la actividad 
de recuperación del sector agropecuario y qué son los aspectos estratégicos? Me parece que esto amerita una 
discusión, por lo cual es pertinente que ustedes vengan y que consultemos a otros actores. Siento que aunque 
todos estemos buscando más eficiencia en el Estado y tratando de organizarlo de otra manera, esta discusión 
quedará para después. 


(Apoyados) 
Es cuanto quería decir. 


SEÑOR FALERO.- En la medida en que todos sabemos que tenemos en puerta una misión de la 
Comunidad que tiene que ver con la auditoría de nuestros controles y conocemos la importancia que 
esto tiene, no sé si parte de la exposición del doctor Langón debería quedar en la versión taquigráfica. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos de acuerdo. 

SEÑOR LANGÓN.- Ustedes saben de esto más que nosotros. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tal como lo han dicho otros miembros de la Comisión, no tenemos tiempo 
suficiente para una discusión importante de este proyecto de ley, ya que solo nos quedan tres sesiones 
de Cámara y otro tanto en el Senado. Por lo tanto, esta discusión quedará para más adelante. 


Les agradecemos su visita. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


